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su fin, que no es otro que la ponderación más cabal posible 

de los intereses concurrentes […].”

El Tribunal Supremo concluye:

“En cualquier caso, lo que interesa ahora dejar claro es 

que, suscitada por los arrendatarios la cuestión de la incom­

patibilidad de usos determinante de la imposibilidad de hacer 

efectivo el derecho de retorno, la Administración, llamada  

a conceder la autorización de demolición, debe, para resolver 

con pleno conocimiento de los hechos concurrentes, dirigir 

la oportuna consulta a la Administración competente, lo que 

en este caso no se ha hecho sin haberse subsanado su fal­

ta en el proceso a fin de controlar la discrecionalidad de la 

Administración en los términos en que es posible, razones 

todas por las que debemos estimar el recurso contencioso-

administrativo y la demanda formulada por la representación 

procesal de la entidad Disauto Sociedad Civil, al ser la Orden, 

de fecha 7 de junio de 2002, del Consejero de Vivienda y 

Asuntos Sociales del Gobierno Vasco contraria a derecho, se­

gún lo establecido concordadamente por los artículos 63.2 

LRJPAC y 68.2, 70.2 y 71.1.a) LJCA.”

Por ello, el Tribunal Supremo anula la orden impugnada.

E) Jurisdicción civil 

Audiencia Provincial de Burgos. No resulta permitido en una vivienda emisiones sonoras que superen en 
exceso lo normalmente tolerable, vulnerando así el derecho a la intimidad de las personas, exista nor-
mativa municipal o no que regule la producción de ruidos en el ámbito doméstico. La adecuación a las 
normas administrativas no dota a la actividad industrial, doméstica o la que fuere ruidosa, de prioridad 
sobre los derechos de tercero que puedan resultar perjudicados
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Doctrina: No resulta permitido en una vivienda emisiones sonoras 
que superen en exceso lo normalmente tolerable, vulnerando así el 
derecho a la intimidad de las personas, exista normativa municipal 
o no que regule la producción de ruidos en el ámbito doméstico. 
La adecuación a las normas administrativas no dota a la actividad 
industrial, doméstica o la que fuere ruidosa, de prioridad sobre los 
derechos de tercero que puedan resultar perjudicados. 
El derecho a la inviolabilidad del domicilio no impide la realiza-
ción de mediciones de ruidos procedentes de las viviendas, pues 
no hay obstáculo alguno para que pueda practicarse una prueba 
pericial objetiva y por personal técnico en la materia que sirva de 
demostración de la existencia de ruidos molestos y nocivos 

Supuesto de hecho
El objeto de recurso de apelación es la sentencia del Juzgado 

de Primera Instancia número 3 de Burgos, de 15 de mayo de 

2008, que desestimó la demanda formulada en juicio ordi­

nario por los propietarios de un inmueble, sobre una recla­

mación de cumplimiento de obligación e indemnización, por 

los ruidos intermitentes procedentes de vivienda colindante 

(uso de ducha de madrugada, repetidas caídas de la bañera, 

portazos, cierres violentos de cajoneras y subidas y bajadas 

bruscas de persianas).

Fundamentos de derecho-doctrina 
La Audiencia sintetiza la doctrina jurisprudencial sobre la ma­

teria:

“Como recuerda la SAP de Segovia de 22 diciembre de 1999, 

lo que resulta prohibido jurídicamente no es la emisión de 

todo ruido, sino la de aquellos que por generarse de forma con­

tinuada o persistente, en horas intempestivas y generalmente re­

servadas para el descanso y por exceder de lo normal, superando 

los valores admitidos al efecto por las ordenanzas y reglamentos, 

supongan una verdadera inmisión en el ámbito o esfera privada 

de las personas, impidiéndoles, a su vez, el desarrollo inheren­

te de sus actividades o personalidad, sin causa suficientemente 

justificada para ello; del mismo tenor SAP de Valencia (Sección 

7ª) de 5-12-2003 y SAP de Salamanca de 19-2-2004. Por tan­

to, la solución a esta clase de conflictos debe buscarse, en una 

gran parte de los casos, en el ámbito de la conocida doctrina del 

abuso de derecho o del ejercicio antisocial del mismo, institución 

que impide que se perjudique al vecino mediante inmisiones que 

‘sobrepasen manifiestamente los límites normales del ejercicio 

de un derecho’ (artículo 7.2 del Código Civil).” 

En el recurso de apelación se argumenta que no existe 

normativa legal encaminada a la medición y constatación de 

la existencia de ruidos y la calificación de éstos porque la 

Ordenanza municipal de ruidos y vibraciones no puede ser 

aplicada en el ámbito doméstico. La Audiencia da respuesta 

a la alegación en el sentido siguiente: 

“En todo caso, exista normativa municipal o no que re­

gule la producción ruidos en el ámbito doméstico, a tenor de 

la doctrina jurisprudencia expuesta, en el ámbito civilista no 

resulta permitido en una vivienda emisiones sonoras que su­

peren en exceso lo normalmente tolerable, vulnerando así el 

derecho a la intimidad de las personas; es más la adecuación 
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a las normas administrativas no dota a la actividad industrial, 

doméstica o la que fuere ruidosa de prioridad sobre los dere­

chos de tercero que puedan resultar perjudicados. 

“Yerra la parte cuando afirma que el derecho a la inviola­

bilidad del domicilio impide la realización de mediciones de rui­

dos procedentes de las viviendas, pues no hay obstáculo alguno 

para que pueda practicarse una prueba pericial objetiva y por 

personal técnico en la materia que sirva de demostración de la 

existencia de ruidos molestos y nocivos, si bien en el presente 

caso choca con el inconveniente de que los ruidos denuncia­

dos se producen de manera intermitente y son picos de ruido 

por impacto (tales como uso de la ducha de madrugada, con 

caída, repetidas veces, de la cebolla a la bañera provocando un 

gran estruendo en la tranquilidad de la noche; portazos o cie­

rre violento de cajoneras y otras portezuelas; subidas y bajadas 

bruscas de las persianas). Además, en este caso dicha probanza 

se encuentra con la dificultad añadida de que, según denuncia 

la actora, los ruidos que emite su vecina, por su frecuencia en 

un breve espacio de tiempo (se cae la cebolla tres o cuatro veces 

seguidas, se suben y bajan las persianas diez veces consecutivas, 

se golpea repetidamente los radiadores con objetos metálicos), 

denotan la mala fe de los demandados o su propósito de mo­

lestar y perjudicar a los actores.” 

La Audiencia desestima el recurso por falta de actividad 

probatoria suficiente para acreditar los hechos alegados: 

“Por todo ello, consideramos que la valoración de las 

pruebas practicadas efectuada por el juez de instancia ha 

sido acertada, siendo totalmente insuficiente para acreditar 

la realización de actividades que generen ruidos y molestias 

procedentes de la vivienda colindante que, y esto es lo verda­

deramente determinante, excedan o sobrepasen los limites 

considerados como normalmente tolerables dentro de las 

relaciones de buena vecindad. 

“Ambas partes propusieron prueba testifical, los testigos 

de la actora, amigos suyos, manifestaron la existencia de rui­

dos molestos en las ocasiones que han acudido a la vivien­

da de la actora, ruidos exagerados que son rotundamente 

negados por la demandada y los testigos que propuso a su 

instancia, también, personas de su entorno más cercano. El 

único vecino de la urbanización que compareció en el juicio, 

manifestó que en una ocasión acudió, a las doce de la noche, 

a la vivienda a requerimiento del demandante y comprobó 

que en la vivienda vecina estaban discutiendo y daban unos 

portazos, y luego ya no oyó nada más; también, añadió que 

como vecino de ambos no tiene constancia de los ruidos por­

que la vivienda del actor y demandada forman un adosado 

independiente y el de él está un poco más separado. 

“Además de las versiones contradictorias que mantienen 

las partes en su interrogatorio y los testigos propuesto por 

una y otra parte, la prueba documental es, asimismo, insu­

ficiente, pues la presencia de la Policía Local es anecdótica, 

ya que durante los diez años en los que se vienen produ­

ciendo los ruidos molestos, según denuncia la actora, solo 

hay constancia de una sola intervención policial con motivo 

de la organización de una fiesta en la casa por la hija de la 

demandada, un día de fiesta y a las 12 de la noche. El acto 

de conciliación promovido en el año 2005 nada prueba sobre 

la existencia de ruidos intolerable o nocivos, máxime cuando 

los conciliados no comparecieron a su celebración.” 

En consecuencia, por todo lo expuesto la Audiencia pro­

cede a la desestimación del recurso de apelación y a la con­

firmación de la sentencia recurrida. 

F) Jurisdicción penal

Audiencia Provincial de Guipúzcoa. Es constitutivo de un delito de atentado contra la autoridad dirigir 
el palo de una pancarta contra una concejala, con intención de agredirla, desde el otro lado del vehículo 
al que intentaba subirse apresuradamente dicha concejala, desviando el palo en su descenso el escolta, 
con lo que únicamente rozó en una ceja a la concejala

Supuesto de hecho
Los hechos que se declaran probados por las declaraciones, 

coincidentes en lo esencial, de cuatro testigos (entre ellos dos 

ertzainas y el escolta de la concejal) son: 

–La acusada Beatriz, mayor de edad y sin antecedentes 

penales, acudió sobre las 20.45 horas del día 6 de sep­

tiembre de 2007, a la salida de la Ermita de la Virgen del 

Sagrario de la localidad de Lizartza, de esta provincia, in­

tegrada en un grupo de unas veinte a cuarenta personas 

que exhibían ikurriñas y pancartas reclamando el traslado 

de presos vascos a Euskal Herria, con el fin de oponerse 

a la presencia en la localidad de concejales del ayunta­

miento de la misma que habían acudido a la celebración 

de una novena en la ermita, entre los que se encontraba 

D.ª María. 

–Al salir los ediles del templo, las personas integrantes de 

la manifestación comenzaron a proferir gritos contra aquéllos, 

consistentes en “txakurras, fascistas, fuera de aquí”, entre 

otros, y a acercarse con actitud agresiva a los concejales, que, 

protegidos por sus escoltas, se dirigieron a sus vehículos, que 

se encontraban en las inmediaciones de la iglesia, formando 

los manifestantes un tumulto alrededor de los turismos. 

–Algunos de los manifestantes golpearon con el mástil de 

la bandera que portaban en el vehículo de la concejal del Ayun­

tamiento de Lizartza D.ª María y golpearon con sus manos 

en los vehículos. En particular, la acusada dirigió el palo de la 
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